TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA CIVIL FAMILIA
Magistrada Ponente: Claudia María Arcila Ríos

    
Pereira, doce (12) de septiembre de dos mil doce (2012)
Acta No. 468 del 12 de septiembre de 2012    


Expediente No. 66001-31-03-005-2012-00275-01

Procede la Sala a decidir la impugnación que interpuso la representante legal de la Empresa de Energía de Pereira S.A. ESP, frente a la sentencia proferida por el Juzgado Quinto Civil del Circuito de Pereira, el 1º de agosto de este año, en la acción de tutela que promovió contra la Emisora Todelar y el periodista Leonel Arbeláez.

 A N T E C E D E N T E S

1) Se relataron en el escrito por medio del cual se promovió la acción, los hechos que admiten el siguiente resumen:

.- La emisora Todelar Radio, en su programa “Noticiero Todelar de Risaralda”, emitido el 13 de junio de 2012, al hacer mención a una falla en el servicio de energía que se presentó en la avenida Las Américas, realizó algunas afirmaciones sobre la entidad demandante, que son falsas, parcializadas, inexactas, imprecisas o poco objetivas, por medio del periodista Leonel Arbeláez.

.- Concretamente expresó: “Antes decían que la plata que le metían a la empresa era como echarla a un barril sin fondo, que no había como solucionar dificultades económicas que tenía esa empresa y todos quedamos convencidos que eso era lo que realmente pasaba, pero ahora que hay un socio estratégico uno se da cuenta que están tratando de descapitalizar la empresa, que no es más ni menos que devolver plata que pagaron por la empresa porque hay una plata ahí perdiendo el tiempo. Entonces uno dice quién hace cumplir al socio estratégico con la modernización de las redes, con la renovación de las mismas, con permitir que la empresa sea cada vez mucho mejor en materia operativa, eficiente? Más eficiente, mientras tanto incrementan las tarifas, nos cambian los medidores y hasta nos toca comprar cajas para los medidores nuevos. Y quién podrá defendernos, como dijo el Chapulín Colorado. Y mientras nosotros decimos, quién podrá defendernos? los de la empresa dicen, “no contaban con mi astucia” es un servicio costoso e ineficiente. Pero muy costoso. Bastante costoso. Pero tampoco hay que decir que se va la energía cada rato, pero el servicio sí debiera ser más continúo”.
.- Esa información se aleja de la realidad, especialmente la relacionada con los altos costos  e ineficiencias del servicio y por tal razón, el gerente de la entidad demandante, en oficio del 13 de junio de 2012, solicitó a la emisora Todelar aclararla en el mismo espacio y con la misma duración; en ese documento se explicó que el servicio había sido suspendido en la avenida Las Américas, en la madrugada del 13 de junio, porque una buseta, afiliada a la empresa San Fernando, colisionó con un poste de la empresa demandante, lo que ocasionó daños a los equipos eléctricos e inmediatamente personal de la empresa se desplazó al lugar para verificar las condiciones de seguridad “y proceder a energizar los circuitos”; posteriormente, y como consecuencia de los mismos hechos, se presentó falla en dos pararrayos en transformadores ubicados en el sector de la Lorena, lo que a su vez ocasionó otra sobre el circuito 4 Cuba.

.- La falla presentada no puede serle imputada porque fue ocasionada por un tercero y en consecuencia “no se puede tachar  el servicio” de la empresa como ineficiente o costoso, como lo hizo la emisora demandada con una información que ha perjudicado su buen nombre y el de sus administradores.
.- De conformidad con el boletín tarifario de la Dirección Técnica de Gestión de Energía, emanado de la Superintendencia de Servicios Públicos Domiciliarios de diciembre de 2011, la tarifa por KWH que ofrecen a los estratos 1, 2 y 3 es la cuarta más económica del país, razón por la cual no puede afirmarse que sea costosa y conforme a informe ejecutivo de gestión de Empresa de Energía de Pereira S.A. E.S.P. de julio del año citado, respecto a los indicadores DES y FES, por medio de los cuales se mide el indicador de duración de interrupciones del servicio de energía, indica la misma Superintendencia que “se observa un porcentaje de cumplimiento del año anterior” y con relación al indicador de frecuencia de interrupciones, con el cual se puede verificar la eficiencia del servicio, resalta la misma entidad que “en los últimos 2 trimestre (sic) de 2010 se logro (sic) un cumplimiento del 100%”.
.- La emisora demandada no ha respondido la solicitud elevada el 13 de junio pasado “y se han tenido comentarios que han sido expresados al aire” por el periodista accionado, en los que manifiesta que no realizará la rectificación solicitada.

Considera lesionados los derechos a la rectificación de la información y el derecho de petición y solicita se ordene al señor Hernando Uribe, representante de Todelar Radio, y al señor Leonel Arbeláez, rectificar la información suministrada el 13 de junio de 2012, en el sentido de no ser cierto que la tarifa ofrecida por la  empresa demandante es costosa y el servicio ineficiente y aclarando que la suspensión del servicio de energía a que se refieren los hechos de la demanda, se produjo por causas ajenas a la voluntad de la entidad.
A C T U A C I Ó N   P R O C E S A L

Mediante proveído del 19 de julio de 2012 el Juzgado Octavo Civil Municipal de Pereira admitió la demanda y ordenó las notificaciones de rigor.

El señor Leonel Arbeláez Castaño, al ejercer su derecho de defensa, expresó, en síntesis, que el noticiero Todelar transmite de lunes a viernes, en el horario de las 6 a 7 de la mañana los hechos y situaciones que son noticia local y de 7 a 7:30 una franja de análisis y conceptos profesionales del periodismo y de otros perfiles, quienes participan interactivamente, en ocasiones con oyentes y la comunidad; que en principio es cierta la afirmación contenida en el hecho primero de la demanda, en relación con la fecha en que hizo alusión a las informaciones recibidas por él, vía telefónica, por muchos de sus oyentes, en las que afirmaban que en el señor de la avenida Las Américas, no había servicio de energía, por que las manifestaciones de la actora, en el sentido de ser falsas, parcializadas, inexactas e imprecisas y poco objetivas, no solo constituyen un flagrante irrespeto, sino un propósito infame de desinformar a la judicatura sobre la realidad de la situación.

Aduce que el periodismo que desarrolla el Noticiero Todelar del Risaralda tienen arraigo en la objetividad, sustento en la imparcialidad y ante todo un contenido veraz y real, sin que resulte posible que la libre expresión resulte coartada y amenazada por quienes sin sustento y sin elementos de prueba sobre el detrimento al buen nombre acuden a acciones constitucionales.

Explicó que anunció y lo ratifica, que el servicio que presta la empresa demandante es costoso e ineficiente, que fundamenta en las diferentes quejas que a diario presentan los usuarios; además, a título personal, considera lo mismo, apreciación que no puede causar perjuicio a la empresa demandante; que ésta, al formular la acción, afirmó que la tarifa por kwh es la cuarta más baja del país para los estratos 1, 2 y 3, lo que convierte en costoso el servicio en comparación con la que se cobra en otras ciudades del país y que podría no serlo, si su tarifa fuera la más económica, sin que de otro lado haya hecho referencia la actora al valor de esa tarifa respecto de los estratos 4, 5 y 6 y se pregunta si es que resulta más costosa en relación con la que cobran otros comercializadores.

En relación con la eficiencia del servicio, la información suministrada en el escrito por medio del cual se promovió la acción hace referencia a un boletín que expidió la misma empresa en el año 2011, en el que se afirma que la Superintendencia les brindó un factor de confianza en el año 2010 y se pregunta si desde entonces se han mantenido los presuntos índices de satisfacción y si aún existe la eficiencia “reclamada” por la empresa. También, el motivo por el cual, de ser tan eficiente, si el martes 12 de julio una buseta dañó el circuito, por qué el miércoles 13 de julio de 2012, mientras se transmitía el noticiero y hasta después inclusive, no había sido reparado. Concluye que no ha faltado a la verdad, imparcialidad y objetividad, ni ha causado ningún perjuicio al buen nombre de la demandante, porque sus consideraciones están abrigadas por la legalidad y por la libre expresión.
Mediante providencia del 31 de julio pasado, el juzgado que venía conociendo del proceso declaró su incompetencia para continuar con el trámite y ordenó su remisión a los juzgados con categoría de circuito.

El 1º de agosto siguiente, el Juzgado Quinto Civil del Circuito de esta ciudad, avocó el conocimiento del asunto y en la misma fecha dictó sentencia en la que se negó la tutela solicitada. Para decidir así, después de transcribir jurisprudencia constitucional que consideró aplicable al caso, concluyó que los conceptos relativos al alto costo de las tarifas y a la eficiencia en la prestación del servicio público de energía no dejan de tener un componente subjetivo y por ende, no pueden calificarse de desproporcionadas o carentes de objetividad, porque plasman el sentir de los oyentes y del propio periodista.

Inconforme con esa decisión, la apoderada de la parte demandante la impugnó. Expresó, en breve síntesis, que solicitó a las accionadas rectificar las divulgaciones que hizo en relación con el servicio que prestan, sin que se le haya respondido. Además, que no se puede afirmar que sus tarifas son bastante costosas, teniendo en cuenta que el método para fijarlas las establece la Comisión de Regulación de Energía y Gas, de acuerdo con el artículo 88 de la Ley 142 de 1994 y así lo ha hecho en forma tal que sean competitivas y ajustadas al consumo real de los usuarios; que la información que brindan los medios de comunicación no puede basarse en criterios subjetivos y debe tener soporte para que sean imparcializadas, lo que no acontece en este caso y transcribió jurisprudencia de la Corte Constitucional para sustentar su aserto.

Luego expresó que respecto de la información suministrada con la falla en el servicio que se presentó en la avenida Las Américas, no realizó el medio de comunicación una investigación previa que le permitiera concluir que la misma se produjo por responsabilidad de la Empresa de Energía y de haberlo hecho sus expresiones hubiesen resultado razonables, parciales y objetivas, sin lesionar el buen nombre de esa entidad; que “el tutelado” no presentó pruebas fidedignas y fehacientes que respaldaran sus afirmaciones  relacionadas con el costo del servicio. Solicitó entonces se revocara el fallo impugnado y conceder el amparo invocado.

C O N S I D E R A C I O N E S
El objeto de la acción de tutela es la protección inmediata de los derechos fundamentales, que concede a todos los ciudadanos el artículo 86 de la Constitución política, ante su vulneración o amenaza generada por cualquier autoridad pública y aun por los particulares en los casos previstos por el artículo 42 del Decreto 2591 de 1991.
Con la acción instaurada pretende la empresa demandante, se ordene a la emisora Todelar Radio, representada por el señor Hernando Uribe y al señor Leonel Arbeláez Castaño, periodista de la misma, rectificar la información divulgada el 13 de junio de este año, en el programa “Análisis”, en el sentido de no ser cierto que la tarifa que ofrecen es costosa y el servicio ineficiente, además, para que aclaren que la suspensión del servicio de energía en la avenida Las Américas de esta ciudad, se produjo por causas ajenas a la demandante. 
El artículo 20 de la Constitución Nacional, dice: “Se garantiza a toda persona la libertad de expresar y difundir su pensamiento y opiniones, la de informar y recibir información  veraz e imparcial, y la de fundar medios masivos de comunicación. Estos son libres y tienen responsabilidad social. Se garantiza el derecho a la rectificación en condiciones de equidad. No habrá censura”.
El derecho a la libertad de expresión reviste especial importancia en los estados democráticos, que le brindan una protección reforzada frente a otros derechos, como lo explica la Corte Constitucional:
“En los casos frecuentes en que puede entrar en colisión con otros derechos o valores constitucionales, la libertad de información ha de ser objeto de un ejercicio de ponderación que derive en la maximización concreta y armónica de todos los derechos e intereses enfrentados, pero sobre la base inicial de la primacía de la libertad de información dentro de una sociedad democrática”
.
Sin embargo, su ejercicio conlleva deberes y responsabilidades para quien se expresa, relacionadas con la veracidad e imparcialidad de la información que transmite, en forma tal que se respeten los derechos de terceros, especialmente a su intimidad y al buen nombre. Además, la misma sentencia atrás citada, reconoce las  diferencias entre la divulgación de información fáctica y la emisión de opiniones, aspectos sobre los que expresó:
“Por su importancia para la democracia y el impacto que puede surtir sobre su audiencia, así como por la existencia de un derecho específico en cabeza del receptor de la información, el ejercicio de la libertad de información conlleva claros deberes y responsabilidades para su titular. Las principales obligaciones que impone el ejercicio de esta libertad, así como los derechos correlativos de los receptores de la información, se refieren a las características de la información que se transmite - dicha información ha de ser “veraz e imparcial”, y respetuosa de los derechos fundamentales de terceros, particularmente a la intimidad y al buen nombre. A este respecto, en particular cuando se ejerce la libertad de información a través de los medios de comunicación, la jurisprudencia ha trazado una distinción entre la transmisión de información fáctica y la emisión de opiniones o valoraciones de hechos. La información sobre hechos, en tanto ejercicio de la libertad de información, ha de ser veraz e imparcial, mientras que la expresión de opiniones sobre dichos hechos, cubierta por la libertad de expresión stricto senso, no está sujeta a estos parámetros. Las opiniones equivocadas y parcializadas gozan de la misma protección constitucional que las acertadas y ecuánimes…”.
En esas condiciones, resulta menester analizar el contenido del mensaje en el que encuentra la empresa demandante lesionado su derecho al buen nombre y a obtener rectificaciones y concretamente, de acuerdo con la jurisprudencia transcrita, si hace referencia a hechos o a su valoración y de tratarse de lo primero, si la información resulta veraz.

No controvierten las partes el contenido de las manifestaciones que hizo el periodista demandado, que se transcribieron en el hecho primero de la demanda, pero concretamente está inconforme la parte demandante con las expresiones que lanzó de ser costoso e ineficiente el servicio que suministra la empresa de energía demandante, aspectos sobre los que le solicitó rectificación, sin que se le hubiese suministrado respuesta alguna.

Se dijo en el hecho primero de la demanda que el mensaje transmitido, en relación con esos aspectos fue el siguiente: “Es un servicio costoso e ineficiente Pero muy costoso Bastante costoso”.
A juicio de la Sala esas expresiones constituyen solo una opinión del periodista que plasmó su concepto personal sobre la empresa demandante; de esa manera se encuentra amparada por la libertad de expresión que consagra el artículo 20 de la Constitución Nacional y en consecuencia, no son objeto de rectificación. En efecto su contenido es subjetivo porque traduce el pensamiento de quien las hizo, sin que sus apreciaciones hayan incluido hechos que las sustenten y que pudieran ser verificados.
De acuerdo con la jurisprudencia que se ha citado, puede entonces concluirse que la Constitución Nacional protege a todas las personas la libertad de expresión y de difundir su pensamiento y opiniones y la de informar y recibir información veraz e imparcial; estas últimas exigencias, la veracidad e imparcialidad, se refieren a los hechos en que se sustenta el respectivo mensaje, mas no a las opiniones de quien las hace, porque la misma Carta prohíbe la censura.

Puestas de esa manera las cosas, no resulta posible imponer al periodista demandado la obligación de difundir opinión diferente a la que tiene de la empresa demandante de ser costoso e ineficiente el servicio público que presta, como se propone en la solicitud de amparo constitucional, porque en tal forma se desconocerían el  derecho fundamental a la libertad de opinar y la regla constitucional última citada, que se reitera, prohíbe la censura. Tampoco al medio radial en el que se hizo la manifestación respectiva.

Pretende además la empresa demandante se ordene a los accionados aclarar, en el mismo espacio de comunicación, que la suspensión del servicio de energía a que se refieren los hechos de la demanda, se produjo por causas ajenas a la entidad, como lo explicó en el escrito por medio del cual se promovió la acción.
Sin embargo, de la transcripción que hizo respecto de las  expresiones lanzadas por el periodista, no surge evidente que éste le hubiese adjudicado responsabilidad en el corte de la energía que se produjo en un sector de la ciudad en la madrugada del 13 de junio de este año y por ende, no puede afirmarse que haya hecho manifestaciones falsas y parcializadas y por ende, lesionado su derecho al buen nombre.

Como se infiere de los hechos de la demanda y del escrito por medio del cual se impugnó el fallo, considera también lesionado la demandante su derecho de petición, en razón a que solicitó de los accionados se rectificara y aclarara la información difundida, sin que haya obtenido respuesta alguna.

Ese derecho está consagrado en el artículo 23 de la Constitución Nacional y es catalogado como uno subjetivo de las personas para acudir ante las autoridades o las organizaciones privadas con el fin de obtener se resuelvan las peticiones que ante ellas eleven, que no incluye el derecho a que el pronunciamiento sea en determinado sentido. El ejercicio efectivo de tal garantía implica además el de obtener una pronta resolución. 

La demora en responder o incluso las respuestas evasivas, vagas, contradictorias y en general las que no resulten concretas y por ende, impidan al interesado acceder a la información que solicita o cuando la respuesta lo desoriente o cause incertidumbre respecto a las inquietudes que procura aclarar, violan tal derecho.

La Corte Constitucional ha dicho:

“… El derecho de petición, es fundamental, por dos razones, la primera, dado que es determinante para la efectividad de los mecanismos de la democracia participativa y, la segunda, porque con él se garantizan otros derechos constitucionales, como los derechos a la información, a la participación política y a la libertad de expresión. Así mismo la Corte ha establecido que el núcleo esencial del derecho de petición reside en la resolución pronta y oportuna del asunto, pues sería inocuo contar con la posibilidad de dirigirse a la autoridad si ésta no resuelve o deja de notificar el sentido de lo decidido.  En ese orden, la respuesta, debe cumplir con ciertos requisitos, a saber: i) Ser oportuna; ii) resolver de fondo, en forma clara, precisa y de manera congruente con lo solicitado; iii) ser puesta en conocimiento del peticionario.  Con todo, cuando no se cumple con estos requisitos se incurre en una vulneración del derecho constitucional fundamental de petición”
. 
Y en relación con el derecho de petición contra particulares, ha dicho la misma Corporación:

“La Corte ha considerado que cuando el derecho de petición se formula ante particulares, es necesario separar tres situaciones: 1. Cuando el particular presta un servicio público o cuando realiza funciones de autoridad. El derecho de petición  opera igual como si se dirigiera contra la administración. 2. Cuando el derecho de petición se constituye en un medio para obtener la efectividad de otro derecho fundamental, puede protegerse de manera inmediata. 3. Pero, si la tutela se dirige contra particulares que no actúan como autoridad, este será un derecho  fundamental solamente cuando el Legislador lo reglamente…”
.

La ley 1437 de 2011, por medio de la cual se expidió el Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, reguló el derecho de petición contra particulares en el artículo 32 que en su parte pertinente dice:

“Toda persona podrá ejercer el derecho de petición para garantizar sus derechos fundamentales ante organizaciones privadas con o sin personería jurídica, tales como sociedades, corporaciones, fundaciones, asociaciones, organizaciones religiosas, cooperativas, instituciones financieras o clubes. 

  

“Salvo norma legal especial, el trámite y resolución de estas peticiones estarán sometidos a los principios y reglas establecidos en el Capítulo Primero de este Título…”. 

Ese mismo código, dice en el artículo 13 que toda persona tiene derecho de presentar peticiones respetuosas, por motivos de interés general o particular y el 14 expresa que salvo norma legal especial y so pena de sanción disciplinaria, toda petición deberá resolverse dentro de los quince días siguientes a su recepción y aunque esas disposiciones y la que se transcribió, entre otras, fueron declaradas inexequibles por la Corte Constitucional mediante sentencia C-818 de 2011, en la misma providencia se aplazaron sus efectos hasta el 31 de diciembre de 2014.

Está demostrado en el proceso que la empresa demandante dirigió solicitud escrita al señor Leonel Arbeláez Castaño, director del Noticiero Todelar de Risaralda, el 13 de junio de este año, tendiente a obtener que aclarara las afirmaciones realizados en el programa radial emitido en la misma fecha, en relación con las fallas que se presentaron y que ocasionaron el corte de la energía a que se refieren los hechos relatados en el escrito con el que se promovió la acción
.

También, que por el citado señor no ha dado respuesta a la solicitud respectiva, pues no alegó ni probó lo contrario.

De esta manera las cosas, se considera vulnerado el derecho de petición a la entidad demandante, pues han transcurrido más de quince días desde cuando elevó la respectiva solicitud, sin que a la fecha haya obtenido respuesta alguna.
En consecuencia, se concederá la tutela reclamada para proteger ese derecho, exclusivamente frente al periodista Leonel Arbeláez Castaño, pues no demostró la actora que frente al director de la Emisora Todelar hubiese elevado petición alguna y en consecuencia, no puede considerarse que éste último haya incurrido en omisión que justifique el amparo solicitado.

Se ordenará entonces al señor Arbeláez Castaño que en el término de cuarenta y ocho horas se pronuncie respecto a la solicitud elevada por la demandante, relacionada con la aclaración de la información que se difundió por el Noticiero Todelar, el pasado 13 de junio.
Recapitulando, como la tutela no resultaba procedente para proteger el derecho a la rectificación de información, se confirmará la sentencia objeto de revisión, la que será adicionada para concederla respecto del derecho de petición vulnerado exclusivamente por el señor Leonel Arbeláez Castaño, aspecto  sobre el que dejó de pronunciarse el funcionario de primera sede.
En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, en Sala de Decisión Civil-Familia, administrando justicia en nombre de la República de Colombia y por autoridad de la Ley, 

R E S U E L V E
1º.- CONFIRMAR la sentencia de fecha 1° de agosto de 2012, proferida por el Juzgado Quinto Civil del Circuito de Pereira, en la acción de tutela que propuso la representante legal de la Empresa de Energía de Pereira S.A. ESP contra la Emisora Todelar y el periodista Leonel Arbeláez Castaño, ADICIONÁNDOLA en el sentido de conceder la tutela solicitada paras proteger el derecho de petición, vulnerado exclusivamente por el señor Leonel Arbeláez Castaño, a quien se ordena, en el término de cuarenta y ocho horas, contadas a partir de la notificación de esta providencia, dar respuesta a la solicitud elevada por la demandante, relacionada con la aclaración de la información que se difundió por el Noticiero Todelar, el pasado 13 de junio.
2º.- Como lo dispone el artículo 32 del Decreto 2591 de 1991, envíese el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión. 

3º.- Lo aquí decidido notifíquese a la partes al tenor del canon 30 ibídem.

CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE
Los Magistrados,



CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS



LUÍS ALFONSO CASTRILLÓN SÁNCHEZ 


JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO
� Sentencia T-391 de 2007.


� Sentencia T-171 de 2010, Magistrado Ponente: Mauricio González Cuervo.


� Sentencia T-935 de 2011.


� Ver folio 40.
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